Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 9 minutos.) 


- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Industria, Energía y Minería y de sus asesores, quienes han concurrido a esta 
sesión a efectos de emitir su opinión acerca de este proyecto de ley sobre Parques Industriales que tenemos a consideración y que 
ya cuenta con media sanción de la Cámara de Representantes. Dicho proyecto fue remitido oportunamente al señor Ministro por lo 
que las consideraciones que le merezcan nos ayudarán a comenzar su tratamiento. 


SEÑOR MINISTRO.- Es un gusto estar nuevamente en la Comisión para tratar este proyecto específico que está vinculado al 
fomento de parques industriales. 


Desde el punto de vista legislativo, es importante señalar que el hecho de que se establezca una reglamentación o disposiciones 
de carácter legislativo para la realización de determinadas actividades industriales en el territorio nacional no significa de por sí que 
inmediatamente se radiquen inversiones en estas zonas. Esto se debe, fundamentalmente, a que las decisiones de inversión en 
cualquier área están vinculadas sobre todo a aspectos particulares del inversor o del sector privado que toma en cuenta las 
facilidades, pero que básicamente se relacionan con sus posibilidades de mercado, tanto interno como externo. 


Sin perjuicio de esto, consideramos que es bueno y positivo el hecho de ir buscando un acercamiento de carácter legislativo para 
orientar la radicación de inversiones en determinadas áreas del territorio nacional sin que esto, reitero, sea el elemento definitivo 
para ello. 


En este sentido, los que tenemos alguna experiencia parlamentaria, sabemos que podemos desglosar artículo por artículo para 
reflexionar sobre algunos temas, sobre tecnicismos de carácter jurídico, aspectos instrumentales e inclusive estudiar el proyecto 
desde el punto de vista del derecho comparado, lo que podría ir creando condiciones para introducir modificaciones a la iniciativa y 
que la misma vuelva a la Cámara de Representantes, con la inevitable discusión adicional de este tema y los tiempos que ello 
insumiría. 


Por otro lado, también es cierto que la legislación está llenando un vacío legal, aunque con las carencias o deficiencias que puede 
contener en su articulado. De todos modos, en este caso el proyecto de ley acompañaría la voluntad política de ir orientando una 
decisión legislativa sobre radicación de inversiones. 


Hemos analizando este tema, en particular teniendo en cuenta que, aun cuando se refiera a parques industriales, tendría un 
concepto más amplio. Estamos hablando de actividades que se desarrollan en determinadas partes del territorio nacional que hoy, 
habida cuenta de la dinámica de la economía, complementan servicios, con actividades industriales. Por lo tanto, no deben ser 
reducidos exclusivamente a los aspectos industriales, aunque bien sabemos que estos temas actualmente pueden ser los más 
importantes a los efectos de proyectar la corriente exportadora del país. En ese sentido, el parque industrial, como concepto de 
carácter general, está tomado en la teoría pero, en la práctica, se incorporan no sólo los temas industriales, sino también los 
relativos a los servicios. Tan es así, que el propio artículo 1? establece como requisitos básicos de la infraestructura, la caminería 
interna, el suministro de energía suficiente, el suministro propio de agua potable y el suministro de sistemas básicos de 
telecomunicaciones, que son temas de servicios vinculados directamente a facilitar el desarrollo de la actividad industrial. 


También son muy importantes los factores relativos al sistema de tratamiento y disposición adecuada de residuos que, en el ámbito 
medioambiental y sobre todo en el de los servicios, se refieren al tratamiento de los efluentes industriales, que son parte de una 
preocupación permanente. 


Estos requisitos básicos de infraestructura, vinculados a los servicios que se prestan dentro de la actividad de parques industriales, 
creemos que no necesariamente deben excluir otra actividad de servicios complementarios de carácter privado como, por ejemplo, 
la comercialización. Me refiero a algunas empresas llamadas "trading" internacionales, que facilitan el tratamiento y la 
comercialización a través de la propia instalación de las actividades industriales. Por lo tanto, en una primera aproximación, diría 
que el parque industrial es el centro básico de la actividad, al que deberían agregarse elementos que la faciliten -sobre todo, su 
comercialización- en materia de infraestructura y de expansión hacia fuera. 


En este tema el Ministerio tiene una posición favorable, en la medida en que también establece un amplio margen para facilitar los 
requisitos establecidos y otros que considere indispensables. Por lo tanto, si bien parecería que la interpretación desde el punto de 
vista jurídico es taxativa hasta los literales H) inclusive, después se establece una facultad para el Poder Ejecutivo de incluir algún 
otro tipo de requisito. Esto es un aspecto positivo de la ley, en cuanto permite gran flexibilidad para ir ajustando las condiciones a 
las demandas y a la movilidad que se produce en el ámbito de la economía, de los servicios y, fundamentalmente, del comercio. 


En lo que refiere a la ubicación, es importante realizar algunas reflexiones, como la posibilidad de que estos parques se 
establezcan en todo el territorio nacional, con el complemento de la actividad de los Gobiernos Departamentales. Esto significa, no 
sólo la instalación de carácter general, sino que existe una especie de precalificación o de aplicación de determinados criterios que 
van indicando en qué zona o área del territorio nacional se pueden ubicar estos parques industriales. En este aspecto, obviamente, 
se va a crear una natural competencia de la ley en lo que significa ingresar en un criterio de selectividad para la ubicación o 
radicación de estas actividades. Esto significa que no todas serán tomadas con el mismo criterio sino que a través de la Comisión 
Asesora que se crea, se evaluarán y se preferirán unas, respecto a otras. 


Tan es así, que el propio artículo 5% dice que en caso de contienda entre diversas zonas, el cumplimiento de estas prioridades será 
determinante. En realidad, la contienda no va a ser entre las zonas -lo cual es algo que habrá que precisar- sino que se dará en 
función de los distintos proyectos que serán impulsados a nivel del Poder Ejecutivo, pero fundamentalmente en el ámbito 
departamental. En este último caso, la contienda que se va a producir -al dilucidarse en la Comisión Asesora con los criterios 


legales- establecerá criterios diferenciales muy importantes pero no exentos de cierta subjetividad, más allá de los objetivos que 
establezca la ley. 


Es importante realizar las anteriores reflexiones, porque este asunto debe estar particularmente relacionado con la política nacional 
en materia de ordenamiento territorial y medio ambiente. Lo que debemos buscar en materia industrial y de radicación de zonas 
industriales es una complementación de la política nacional con la departamental. Los Gobiernos Departamentales tienen sus 
preocupaciones y sus propios proyectos, que a veces no necesariamente están insertos en la política de ordenamiento territorial 
que se maneja en el ámbito del Poder Ejecutivo, establecida dentro de las competencias del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


El aspecto positivo del proyecto es que cuando se va a establecer la determinación de estas áreas, dispone que se tengan en 
cuenta las normas relativas al ordenamiento territorial y al medio ambiente en lo nacional y en lo departamental, así como lo que 
específicamente se establezca a estos efectos. 


En lo que se relaciona con la ubicación de las zonas, se determina que exista un centro urbano cercano. Sin duda, estos temas son 
de una cierta imprecisión, porque compartimos la preocupación de que la zona industrial esté vinculada a un centro urbano en 
virtud de la proximidad, de la radicación de la gente, de la mano de obra -que está muy relacionada con la ubicación- y porque 
además existe una tendencia a consolidar el hábitat del poblador relacionado con el proyecto. Es importante establecerlo como un 
criterio de orientación y no como algo que nos fije una pauta porque, por ejemplo, ciertas actividades industriales a veces 
necesariamente deben estar fuera de los centros urbanos o un poco lejos, como es el caso de los proyectos forestales, en los 
cuales la plantación está bastante alejada de las poblaciones. Obviamente, la radicación de los parques industriales con carácter 
específico en estas áreas, por ejemplo, no está necesariamente de acuerdo con la filosofía de los criterios determinantes que 
establece la conveniencia de la cercanía de un parque industrial y un centro urbano. Esto tiene sus dificultades, porque el centro 
urbano también puede acercar al parque industrial la prestación de determinados servicios. El centro de funcionamiento de un 
parque industrial es la prestación de servicios eficientes, de los que puedan disponer quienes se radican en él -como se indica en la 
ley- tal como sucede con el agua, la energía y las telecomunicaciones, además del tratamiento de residuos ambientales o el 
saneamiento. 


Sin perjuicio de la importancia de la cercanía, no debemos descartar la posibilidad de la ubicación en otras partes del territorio 
nacional que no estén cercanas a centros urbanos, pero que tengan la limitación del acercamiento de estos servicios en forma 
directa. 


En lo que tiene que ver con los criterios que se están desarrollando, debo señalar que se trata de aspectos indicativos totalmente 
compartidos por el Ministerio. Por ejemplo, en el artículo 3% se dice que el funcionamiento de un parque industrial genera la 
radicación de nuevas familias en el centro urbano referente, o que el parque industrial y las industrias que se instalen deberán ser 
determinantes para el mejoramiento de la zona. Estos conceptos están dentro de una concepción de desarrollo armónico de lo que 
debe ser el establecimiento de un parque industrial y su necesaria vinculación con el ambiente y el área geográfica en la que se 
inserta. 


El artículo mencionado establece, a su vez, una serie de prioridades vinculadas a la orientación selectiva que pueda manejar el 
Poder Ejecutivo respecto a las decisiones que adopte la Comisión Asesora. Al determinar un ordenamiento entre las zonas a 
definirse, se tendrá en cuenta un criterio de prioridad, a fin de que la zona industrial no quede librada exclusivamente a la decisión 
de un empresario, más de allá de que éste pueda crear condiciones fuera de las disposiciones legales. En este caso, cuando se 
establecen las prioridades, se indica que debe ser en el interior del país, en una zona de alto desempleo, que no esté en 
condiciones de obtener un producto bruto y que haya experimentado un proceso de emigración. 


Un tema muy importante que debería integrar el estudio de la Comisión es que parecería que la prioridad está relacionada con la 
tasa de empleo y la capacidad de ocupación de la mano de obra. Según las nuevas variables de la economía internacional, el 
asunto tiene diversas interpretaciones, ya que una zona industrial puede alcanzar un índice de exportación y de prestación de 
servicios muy importante -como sucede en el área de la tecnología- y no necesariamente una elevada ocupación de mano de obra. 
Si bien compartimos la preocupación de que la zona industrial potencie la ocupación o elimine los índices de desempleo -que 
actualmente son muy altos- también debemos ver si ese es el criterio predominante para la definición de un parque industrial o si 
existen, además, otros elementos en juego que habrá que desarrollar. 


Deseo destacar la importancia del artículo 6* del Capítulo Il, referido a la radicación. Esta disposición se acerca a una realidad 
importante que vive el país y respecto de la cual es bueno que podamos reflexionar en el marco de esta ley e, incluso, fuera de ella. 
Me refiero al necesario reconocimiento de determinada ubicación de parques industriales en lugares hoy ocupados por estructuras 
abandonadas que en su momento pertenecieron a fábricas importantes. A nivel del Ministerio, y mediante el trabajo de una 
Comisión de Cooperación Técnica con el Gobierno de Canadá, así como con empresarios jóvenes del departamento de Colonia, 
hemos venido manejando la posibilidad de desarrollar un parque industrial especializado en la zona de Juan Lacaze, que el señor 
senador Couriel conoce muy bien. Se trata de la estructura fabril de lo que era Campomar 8 Soulas, a la que intentaremos ir 
incorporando pequeñas y medianas empresas en un parque industrial que cuente con determinados beneficios, de forma de 
aprovecharla. A ello debemos agregar la posibilidad de dinamizar su actividad con la comercialización mediante la prestación de 
servicios portuarios y, fundamentalmente, de transporte, el cual se está implementando entre la ciudad de Juan Lacaze y el 
territorio argentino. 


En varios lugares del país nos plantean las dificultades que presentan viejas empresas instaladas que han quedado en el camino. A 
modo de ejemplo, puedo citar Mina Valencia en el departamento de Lavalleja, que tiene una infraestructura muy importante, aunque 
ya ha sido desmantelada. Esta empresa podría ser receptáculo de una determinada inversión en un parque industrial que puede 
desarrollar la actividad anterior o alguna otra, teniendo en cuenta las instalaciones existentes. También tenemos las plantas 
pesqueras, como bien dice el señor senador Pereyra. En este sentido, creemos que es importante este artículo y, sin perjuicio del 
carril que vaya tomando su carácter general, consideramos que es un tema que debemos desarrollar. 


Con respecto al Capítulo l!l, que refiere a la Comisión Asesora, podemos decir que allí se establece el asesoramiento preceptivo 
del Poder Ejecutivo sobre la presente ley y sus disposiciones reglamentarias. En realidad, en la reglamentación se podrían hacer 
algunos agregados para dar mayor claridad a la competencia de la Comisión Asesora. Su asesoramiento a veces puede referir 


exclusivamente a una opinión de carácter técnico y otras puede incorporar la decisión del Poder Ejecutivo en lo que nosotros 
llamamos -desde el punto de vista administrativo- un acto administrativo complejo. Me refiero a lo que vincula el dictamen de la 
Comisión con una decisión, de forma tal que la Comisión Asesora tenga en cuenta todos los elementos, dé a la participación 
institucional una mayor agilidad y evite que en determinadas reparticiones estatales, la posición de algún jerarca pueda ir en contra 
del asesoramiento de todas las instituciones vinculadas con esto. Este es un tema de proyección institucional que da más fuerza a 
la Comisión Asesora para que tenga un resultado más vinculado con el asesoramiento y con la toma de decisiones. 


Por otra parte, también es cierto que tenemos que determinar qué tipo de asesoramiento realiza la Comisión, porque una cosa es 
asesorar sobre un parque industrial y su posible instalación; otra, es hacerlo sobre el tipo de empresa que se constituirá y otra 
distinta es sobre un proyecto específico. Por esta razón consideramos importante desarrollar este aspecto en la reglamentación. 
Insistimos en la necesidad de que la Comisión Asesora tenga algunos otros elementos que vinculen la decisión del asesoramiento 
con la decisión final. Este tema es más de carácter institucional, pero es muy importante porque el hecho de que la Comisión 
Asesora esté integrada con el Ministerio de Industria, Energía y Minería, con el Congreso Nacional de Intendentes, con el Ministerio 
de Economía y Finanzas, con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, con la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y con la Cámara de Industrias del Uruguay, le va a permitir orientar una decisión política a la hora de tomar una 
determinada posición. Entonces, si no la dotamos de una vinculación jurídica más fuerte, esta Comisión puede quedar divorciada 
del ámbito del Poder Ejecutivo luego de tomar determinada decisión. Reitero que esta es una preocupación más bien de carácter 
institucional, pero muy importante. 


En materia de estímulos fiscales se nos plantean algunas dudas vinculadas, en cierta forma, con la redacción de la norma, que se 
refiere a "personas físicas o jurídicas que construyan". En realidad, la terminología utilizada puede ser una disquisición jurídica 
excesiva. La norma habla de "construir" un parque, pero lo cierto es que se trata de la elaboración de un proyecto que va orientado 
al desarrollo de la actividad de un parque industrial. Entonces, quizás debería definirse qué se entiende por construcción y cuál es 
el alcance que se le quiere dar. 


Obviamente, los estímulos fiscales están vinculados con la Ley de Inversiones de enero de 1998, que refiere a los estímulos de 
orden general para la inversión y a los distintos beneficios, ya sea en el ámbito de la aplicación de carácter general, como en lo 
fiscal. Considero que es muy importante relacionar y estudiar en forma paralela las disposiciones de esta norma con las que están 
vigentes en materia de la Ley de Inversiones. Asimismo, se debe definir el ámbito que se deja a la ley, ya que ésta establece "sin 
perjuicio de los estímulos específicos que a los efectos de esta norma legal puedan establecerse por el Poder Ejecutivo y los 
Gobiernos Departamentales". Este es un tema en el cual se debe tener mucha precisión porque las exoneraciones y estímulos, 
desde el punto de vista tributario, tienen carácter legal. Este principio de legalidad es muy importante y todas las exoneraciones 
parten de la base de la actividad parlamentaria. No hay impuesto ni exoneración sin ley que los establezca y -como bien manifiesta 
el señor senador Astori- sin iniciativa del Poder Ejecutivo. Por esta razón, debemos ver cuál es el marco normativo en materia de 
exoneraciones, a qué se refiere el término "construir" y qué estímulos tendrán las empresas que se instalen en los parques 
industriales en el marco de esta norma legal. Evidentemente, se trata de un asunto vinculado con el asesoramiento tributario 
específico y la Comisión deberá ver cómo se compatibiliza y cómo se trabaja en forma complementaria entre las distintas 
normativas referidas a estímulos e incentivos a la inversión a nivel nacional o departamental. 


En el Capítulo V del proyecto de ley se establece la construcción por parte de la Corporación Nacional para el Desarrollo de 
empresas o parques industriales. Quiere decir que la Corporación "construye" -insisto en este verbo y luego explicaremos cómo lo 
definimos- uno o más parques industriales, debiendo destinar uno de ellos o parte sustancial de uno a las micro y pequeñas 
empresas. Este es un aspecto que obviamente está vinculado con la clasificación y con las categorías de micro, pequeña y 
mediana empresa que tiene nuestro país. En realidad, dada esta categoría, la mayoría de las empresas de industrias o servicios 
que se radiquen van a ser micro, pequeñas o medianas, a excepción de filiales de las grandes empresas o sucursales de empresas 
multinacionales que están ubicadas en otra categoría. En general, este proyecto está orientado a inversiones que desde el punto 
de vista de la legislación nacional y de las normas vigentes, son micro, pequeñas o medianas empresas. Este tema lo asumimos 
con gran preocupación, en la medida en que esta categoría de empresas representa el 93% de las unidades productivas. 


Asimismo, en esta iniciativa se agrega la posibilidad de que cada uno de los Gobiernos Departamentales por sí mismo o asociado 
con otro u otros Gobiernos Departamentales pueda construir uno o más parques industriales en el territorio de la jurisdicción. La ley 
está muy bien orientada en el sentido de facilitar y promover la construcción de parques industriales. A este respecto, establece dos 
categorías de parques industriales: públicos y privados. La primera es la que puede construir la Corporación Nacional para el 
Desarrollo o los Gobiernos Departamentales en forma individual o asociados entre sí. Aquí se observa la importancia que tiene 
legislar en forma mesurada y prudente sobre estos temas, habida cuenta de que puede existir una proliferación de proyectos de 
distinta naturaleza que terminen generando una competencia no sólo entre el sector privado y el público, sino también entre el 
Gobierno Nacional y los Gobiernos Departamentales. Creemos que la norma debe facilitar la radicación de empresas y de parques 
industriales, evitando de alguna manera lo que se produjo en las zonas francas del Uruguay durante mucho tiempo. Me refiero a 
que al existir la habilitación de las zonas francas, la excesiva ansiedad por radicar empresas en tratamientos diferenciales terminó 
llevando a la instalación de una cantidad de zonas francas en el país, con los beneficios y las dificultades que esto provoca. 


Es muy importante tener en cuenta que en el ámbito de los procesos de integración, las zonas especiales con exoneraciones y 
estímulos están siendo analizadas por parte de los países y se cuestiona un tratamiento asimétrico que pueda facilitar determinada 
actividad productiva respecto de otras en el ámbito regional. Esto es así, sin perjuicio de la realidad que nosotros administramos en 
el ámbito del MERCOSUR, donde la asimetría está claramente manifestada, entre otras cosas, por los estímulos e incentivos que 
tanto Brasil o Argentina establecen en las zonas y clasificaciones especiales que ya están vinculadas a las zonas de exportación. 
Este es otro tema que, en mi opinión, sería bueno identificar en la Comisión. Concretamente, me refiero a qué tipo de parque 
industrial o qué característica puede tener respecto de las otras zonas especiales de promoción de exportaciones como la zona 
franca, a los efectos de no crear una gran dispersión en las normas e instituciones vinculadas a la promoción de exportaciones o a 
la actividad económica. En otras palabras, aspiramos a que no se termine creando perplejidades o dudas dentro del propio ámbito 
nacional y, sobre todo, a que no tengan interpretaciones equívocas en el ámbito regional o en las obligaciones que se asumen en 
los procesos de integración. 


Es así que llegamos a los comentarios sobre el Capítulo VI relacionado con las industrias que se instalan en los parques 
industriales. En sus disposiciones ya no se establece el facultativo "podrán"; dice que "deberán tener las siguientes características: 


A) Manufactureras que progresivamente puedan destinar parte de su producción a la exportación. 
B) Agroindustriales o industrias que se ocupen del procesamiento de productos del mar. 

C) Que ocupen alto porcentaje de mano de obra. 

D) Que sustituyan importaciones o insumos importados." 


Coincidimos con la orientación de estas disposiciones y basta leer los numerales para descubrir que existe cierta orientación 
errática en los lineamientos y que, dado que establece ya el carácter preceptivo mediante la expresión "deberán", tendríamos que 
analizarlo con un poco más de flexibilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No todas en conjunto. 
SEÑOR MINISTRO..- Precisamente, ese es el otro tema. 


Al parecer no sólo se establece el "deberán" en forma aislada, sino que debe ser en forma acumulativa. Me refiero concretamente a 
aquellas industrias que utilizan tecnología avanzada y desarrollen la investigación aplicada. Parece ser que esto no estaría de 
acuerdo con el literal C) en el entendido de que tendrían que ocupar cierto porcentaje de mano de obra. 


SEÑOR COURIEL.- Entonces, ¿no son acumulativas? 


SEÑOR MINISTRO.- No, señor Senador, pero si establecemos que sea en forma acumulativa, en ciertos casos podrán tener ese 
carácter. Justamente, hace unos días una empresa extranjera de mucho desarrollo tecnológico me planteaba la posibilidad de una 
eventual inversión en la biotecnología, que exportaría aproximadamente U$S 10:000.000 o U$S 15:000.000. Entre otras cosas me 
decían que ocuparíian 40 metros cuadrados y que trabajarían con tres personas. Cuando les pregunté si necesitaban algún lugar o 
un establecimiento fabril para ubicar los camiones, me contestaron que no porque de concretarse el proyecto exportarían cuatro 
gramos por año de un alto compuesto biotecnológico para insumos de los remedios más caros que existen en el mundo. 


Quería decir esto como reflexiones de carácter general como para poder ir viendo la complejidad que puede tener a veces la 
preocupación compartida en el intento de orientar radicación de mano de obra en función de parques industriales, en donde a 
veces la propia ley puede ser más un elemento de limitación que de fomento de la inversión. Por eso insisto en que estas son 
reflexiones que hacemos desde nuestra Cartera, por supuesto, acompañando en forma positiva la filosofía del proyecto. 


En materia de servicios públicos, quizás, habría un tema que podría analizarse en el ámbito de la vigencia de la Ley de Zonas 
Francas, sobre todo, donde se establece que en estas zonas los servicios públicos deberán prestarse al costo. Ese es un buen 
indicativo que, en mi opinión, podría ser analizado. En cuanto a la parte de carácter promocional, entiendo que eso ya es un poco 
más subjetivo, pero quizás se podrían establecer las características de que en las zonas francas industriales sea al costo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin impuesto. 
SEÑOR MINISTRO..- Efectivamente, señor Presidente, puede ser sin impuesto o sin utilidades. 


Lo que se establece en cuanto a las parcelas también es un tema que se puede compartir aunque, obviamente, si bien se fija un 
criterio general queda librado al estatuto del parque industrial y a la reglamentación que establezca el Poder Ejecutivo. Quizás 
estos temas son de un excesivo detalle, pero la propia norma, con carácter general, podría derivarlo hacia la reglamentación, a los 
efectos de evitar casuísticas o excesivos tratamientos legislativos, sin perjuicio de que la reglamentación después lo pueda abarcar. 


El tema de la casa-habitación, en nuestra opinión, también es casuística porque, obviamente, tendríamos que ver que no se trate 
de un parque industrial destinado a negocios inmobiliarios, pues tiene que ser uno que facilite la radicación de personas para que 
pueda funcionar adecuadamente. En otras palabras, allí tiene que poder alojarse desde el cuidador hasta el encargado de las 
habitaciones bajo cualquier forma en que las empresas entiendan que deben manejarse, porque hay empresas que necesitan la 
radicación permanente del obrero en su propia ubicación. 


En lo que respecta al artículo 17 referente a la mano de obra de las empresas que se instalen dentro de los parques, que establece 
que los parques industriales deberían ocupar por lo menos un 90% de mano de obra nacional, nos parece que es un tema que 
tiene sus antecedentes. A los efectos de un mayor entendimiento, diría que como antecedente la Ley de Zonas Francas establece 
la posibilidad de una excepción y que puedan instalarse en donde las industrias comiencen a desarrollarse hasta con un 50% de 
mano de obra extranjera a los efectos de facilitar la integración. Sin embargo, en los hechos eso no ha sucedido, pues la mayoría 
de las empresas tienen mano de obra nacional, lo cual, más allá del tema de costos -y de los temores que pueden existir en 
algunas actividades en las que se trabaja con mano de obra brasileña- tiene una serie de ventajas de otra naturaleza. De todos 
modos, esta es una situación que está más vinculada a la formalidad o a la ¡ilegalidad que a la posibilidad de lo que la ley 
establezca para trabajar en la región. En verdad, no sé si es de gran utilidad este artículo, entre otras cosas, porque creo que las 
propias ventajas del país se manifiestan por sí mismas. Obviamente, estos son temas de una casuística un poco difícil de 
interpretar, sobre todo, cuando se dice: "preferentemente local, es decir, avecindada en el centro urbano de referencia". Esto 
implica ya una limitación. Sin embargo, la realidad va por otro lado, y así lo hemos visto en las visitas que hemos hecho a algunas 
industrias en todo el país, donde muchos de los artesanos, herreros y carpinteros han sido los suministradores en forma muy 
creativa y eficiente de todo el montaje de una empresa. Con esto quiero decir que no necesariamente tenemos que disponer eso 
por ley porque, a veces, las condiciones de competitividad de la mano de obra uruguaya se van creando por sí mismas aunque, 
quizás, pueda establecerse, en términos indicativos, en la propia norma pero no con el efecto radical y tan preceptivo como el que 
establece el artículo 17. Cabe aclarar que este tema tampoco está mencionado en la Ley de Inversiones. 


Estas son unas reflexiones que queríamos hacer, señor Presidente, para contribuir finalmente con nuestro espíritu positivo a la 
elaboración de una norma que facilite la radicación en el país de parques industriales. Esa norma tiene que tener una relación de 
carácter institucional clara para que la política nacional y la departamental no tengan contradicciones. Además, tiene que ir 
orientándose con criterios que, más allá de la voluntad y la preocupación que tengamos todos, sean efectivos y prácticos, porque 
quizás el exceso de preocupación nos puede llevar a un voluntarismo o a una casuística que hagan que después la norma tenga 


dificultades para su aplicación. De modo que con este espíritu positivo queríamos hacer estas reflexiones que tienen todas un 
ánimo constructivo. 


SEÑOR COURIEL.- Estoy leyendo en este momento el proyecto de ley y quisiera decir que, en general, me parece positivo. Tal vez 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería nos podría dar por escrito un detalle de las modificaciones -cuando lo entienda 
conveniente- que ayudaría a la Comisión. No obstante esto, me gustaría hacer dos o tres preguntas. 


En el artículo 4” se plantean las prioridades: por ejemplo, que se trate de una zona perteneciente al interior y también con alta tasa 
de desempleo. En realidad, cuando se habla de "alta tasa de desempleo", todos sabemos qué quiere decir, porque el espíritu está 
claro. Puede ocurrir que haya una zona en donde la tasa de desempleo abierta no sea alta, pero sí el subempleo, la precariedad o 
la informalidad. Entonces, de pronto por allí convendría hacer alguna modificación. 


En el artículo 6%, y con relación a la Comisión Asesora -son, en cierto modo, interrogantes que quiero plantear al señor Ministro- 
creo que sería importante contar con la participación de los trabajadores. Por ejemplo, en el artículo 7% se dice que estará integrada 
por representantes del Ministerio de Industria, Energía y Minería, del Congreso de Intendentes, del Ministerio de Economía y 
Finanzas, del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de 
la Cámara de Industrias del Uruguay. Pienso que la presencia de los trabajadores también podría ayudar. En esta Comisión, 
muchas veces hemos visto tareas conjuntas de trabajadores y empresarios que han resultado muy útiles, lo que también podría 
ocurrir en esta circunstancia. 


Creí entender al señor Ministro que en los parques industriales sería importante que se dieran actividades de servicio. Si no estoy 
equivocado -no lo recuerdo con exactitud- en la Ley de Inversiones no entran los servicios, aunque sí el comercio, como beneficio 
de los estímulos fiscales. En el artículo 13, cuando se plantean las características que deben tener las industrias que se instalen en 
los parques industriales, el tema de los servicios queda afuera. Por lo tanto, me pregunto si también allí habría que incorporarlos. 


Estas son, pues, las inquietudes que tengo con relación a los artículos 6*, 7%, 8 y 13, en particular, en lo que tiene que ver con las 
posibilidades de modificación de estas disposiciones. 


SEÑOR MINISTRO.- Compartimos la inquietud del señor Senador Couriel, puesto que el articulado puede orientarse a normas más 
efectivas. Obviamente la tasa de desempleo que él menciona se basa en criterios que pueden dar lugar a distinta interpretación. 
Por lo tanto, lo importante es que no sean determinantes en la taxatividad de la decisión; por supuesto, que sean elementos que 
ayuden a tomar una decisión, pero que no tengan la rigidez que después hagan un poco difícil la aplicación de la norma. Entre 
otras cosas, se plantea la posibilidad de que haya competencia en la radicación. Al establecerse determinados proyectos, esa 
competencia significa que se pueden excluir o postergar algunos otros. Entonces, puede darse una especie de lucha institucional 
para saber cuál es el grado de desempleo que tiene cada zona, terminando así en un problema más difícil de administrar que de 
solucionar. 


Compartimos la opinión del señor Senador Couriel con relación al artículo 6%, y lo que menciona respecto al artículo 7* sobre la 
Comisión Asesora, es cierto. Esta Comisión Asesora tiene la capacidad de asesorar preceptivamente y como se recordará, yo 
mencionaba de ir un poco más allá en cuanto a las decisiones. Sobre quiénes son los que deben estar, siempre surgen 
discrepancias. Por ejemplo, la Cámara de Comercio podría plantear por qué no está representada y sí la Cámara de Industrias; y la 
Unión de Exportadores preguntar por qué no están representados si esto ha sido pensado para la exportación. De la misma 
manera, los trabajadores pueden llegar a hacer un planteo de este tipo. Nosotros no tenemos inconveniente en que la 
representación sea lo más amplia posible, siempre y cuando no queden excluidos algunos, porque esas son cosas que nunca 
terminan de satisfacer a todos. La novedad de la ley es que participe el sector público y el privado entre los que, obviamente, 
pueden estar incluidos los trabajadores. 


Con respecto al tema de los servicios, pienso que es bueno insistir no sólo en los de comercio exterior y comercialización, sino 
también en algunos otros, inclusive, de prestación de actividades, como el transporte o los seguros. Estamos hablando, por 
ejemplo, de la instalación de una empresa de seguros que puede estar directamente relacionada con esta actividad, y que no está 
en el ámbito industrial sino en el de los servicios. Por lo tanto, sería bueno poner cerca de la producción y del sector industrial y 
manufacturero o del de exportación, todos los elementos que dan seguridad a la relación comercial. 


SEÑOR COURIEL.- Simplemente como información, quisiera saber cuál es la experiencia de parques industriales en otros países y 
también qué se sabe de la presencia de servicios. 


SEÑOR MINISTRO.- La experiencia es que los servicios están incluidos. En Inglaterra, en donde he tenido la posibilidad de visitar 
algunos parques industriales, se trata de empresas de gran envergadura, que se dedican exclusivamente a determinada parte del 
proceso industrial. Son de tal importancia y escala que no tienen servicios. ¿Por qué? Porque están creados específicamente para 
que funcionen 5 ó 6 empresas de un porte muy significativo. 


Ahora bien, en este caso lo importante es que si se va a desarrollar un parque industrial y queremos potenciar la pequeña y 
mediana empresa y vincularla al sector exportador, todo servicio que facilite al exportador esa actividad y que no signifique un 
obstáculo, es bueno, siempre y cuando ese parque industrial no se transforme en uno de servicios. Por ejemplo, aquí no podría 
estar el Banco de la República. Entonces, hay que buscar la forma para que los servicios financieros estén presentes dentro del 
proyecto. Estamos hablando del proyecto de cada uno de los parques o del proyecto particular de cada una de las unidades a 
instalarse en el parque industrial. 


SEÑOR DURAN.- La necesidad de prestación de servicios está vinculada a por qué una empresa industrial toma la decisión de 
instalarse dentro de un parque industrial, en donde, por ejemplo, el costo del terreno va a ser más alto. Probablemente, algunos 
costos asociados a colocarse dentro del parque industrial sean más altos que haciéndolo fuera de él. Pero toda la infraestructura 
que el parque le facilita le permitirá tener, al final de las cuentas, un costo más barato y eficiente. ¿Por qué? Porque hay una serie 
de cosas en las que una empresa, si se instala en forma aislada, tiene que invertir y disponer, por ejemplo, de autoelevadores para 
mover sus mercaderías, que no son inversiones que usen el cien por ciento del tiempo. Si la empresa está instalada en un parque 
industrial y tiene quien le preste ese servicio de alquiler de elevadores o de uso de ese tipo de materiales, invertirá menos, tendrá 
costos más conocidos y será más eficiente en la utilización del capital. Del mismo modo, existe la posibilidad de que haya 


empresas de logística de manejo de todo lo que sea comercio exterior, esto es, desde el embalaje de las mercaderías, la 
preparación para la carga, hasta toda la tramitación de comercio exterior para que la empresa industrial pueda dedicarse 
exclusivamente a la actividad que conoce y en la que es eficiente. Así, contratará los servicios con otra empresa que tenga a mano 
y que esté radicada en el parque. Por ejemplo, el mantenimiento eléctrico hace que la empresa no deba tener un taller propio de 
electricidad, sino que alcanza con que exista una firma pequeña que cubra esta necesidad trabajando para las empresas instaladas 
en el parque. Incluso, puede cubrir los servicios de otras que no estén en el lugar. Todo eso ayuda a que la empresa industrial 
decida que es mucho más rentable instalarse dentro del parque porque va a disminuir los costos de vigilancia, mantenimiento en 
general y limpieza, aunque otros sean mayores. 


Hay una serie de cosas que pueden ayudar a través de los servicios para que las empresas se radiquen dentro del parque y que en 
sí mismo se convierta en un proyecto rentable y con futuro. Si esto no sucede, puede transformarse en una frustración más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte, señor Ministro, y a título personal, adelanto que este es un proyecto compartible que va a 
requerir bastante trabajo de esta Comisión. Me parece que es una muy buena idea, aunque con una expresión todavía bastante 
imprecisa en muchos conceptos. Pensamos que con la ayuda del Ministerio la Comisión va a poder empezar su labor. Repito que a 
mi juicio es un proyecto que va a requerir mucho trabajo -es una opinión muy personal- y que va a tener que retornar a la Cámara 
de Representantes. 


Incluso, hay artículos que utilizan las expresiones "si se considera conveniente" o "progresivamente exportador", conceptos que 
cuesta plasmar en términos rigurosos. 


No sé si entendí bien, pero con respecto al artículo 7”, que establece el asesoramiento preceptivo de la Comisión -cuya integración 
también es un tema a discutir- el señor Ministro deseaba dar un paso adicional vinculando jurídicamente esta norma preceptiva con 
la decisión a tomar. La Comisión le agradece al señor Ministro nos acerque un texto que contemple esa necesidad, a fin de que lo 
podamos estudiar. Además, creí entender que teme que esto se transforme en un cuello de botella que tranque -por decirlo en un 
lenguaje sencillo- una decisión que mantenga el asesoramiento preceptivo de la Comisión alejado de lo que pueda ser la acción. 


SEÑOR MINISTRO..- Así es, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, como el tema requiere precisión jurídica y el señor Ministro la tiene, le pediríamos si nos hace 
llegar el texto para analizarlo. 


SEÑOR MINISTRO.- Es muy importante trabajar en este tema que forma parte de una preocupación que tenemos en forma aislada 
con cada uno de los departamentos. Cada Intendente Municipal está tratando de radicar inversiones en su zona; incluso, los hemos 
acompañado a San Pablo, Brasil, y a Argentina. Este es un esfuerzo aislado que se está realizando y pensamos que estas 
acciones podrían ser un elemento complementario que ayude con el establecimiento de una norma de carácter orgánico que 
elimine ciertas imprecisiones que puedan ocasionar dificultades. 


Antes de finalizar mi exposición, quisiera ponerme a disposición de la Comisión, cuando lo estime conveniente, para analizar 
algunos temas comerciales y las dificultades que tenemos en ese sentido. Incluso, nos gustaría tratar las proyecciones y 
repercusiones de los laudos arbitrales, por ejemplo, de las bicicletas y de los tabacos. También nos gustaría aclarar de qué forma 
estamos manejando en la práctica esta realidad tan difícil que nos toca enfrentar y cómo el Ministerio está analizando el tema. 
Pensamos que los señores senadores tienen no sólo el derecho sino la necesidad de saber cuál es la preocupación que se tiene 
desde la Cartera acerca de cómo se maneja la política comercial, las distintas obligaciones que se asumen y cómo está planteado 
el MERCOSUR desde la óptima ministerial. En este sentido, no estamos hablando de otras competencias. En concreto, se podría 
explicar cómo funcionan los laudos arbitrales. A propósito de esto, el Director Nacional de Industria, ingeniero de formación 
cartesiana, ha actuado casi como un abogado en la defensa del derecho de las empresas y ha formulado los interrogatorios. Es 
importante que se sepa cómo funciona hoy el tema del "dumping", qué medidas estamos aplicando, qué política comercial creemos 
que se debería desarrollar y qué diferencias pueden existir incluso en la apreciación de carácter general que se tiene dentro del 
propio Gobierno sin ingresar en contradicciones o confrontaciones, pero sí mostrando la visión sectorial que tenemos y que 
reivindicamos en forma mesurada a la hora de efectuar la defensa del sector comercial. En síntesis, estamos a la orden para 
concurrir a esta Comisión cuando los señores Senadores lo estimen conveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecemos al señor Ministro y desde ya le tomamos la palabra para efectuar un análisis global sobre 
todos estos temas que, sin duda, le interesan al Senado y, en particular, a esta Comisión. 


(Se retira de Sala el señor Ministro de Industria, Energía y Minería y sus asesores) 
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